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DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO QUE DESARROLLA LA NORMA FORAL 11/2019, DE 27 DE MARZO, DE PATRIMONIO FORAL DEL TERRITORIO HISTÓRICO DE ÁLAVA, EN MATERIA DE INVENTARIO                         (SESIÓN 5 MARZO 2024)

I.-ANTECEDENTES DE HECHO

El director de Finanzas y Presupuestos envió, con fecha 2 de febrero de 2024, el proyecto de decreto foral por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla la Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava, en materia de Inventario, para la emisión del preceptivo informe por parte de esta Comisión Consultiva.

A la petición del dictamen se acompañó la documentación que a continuación se detalla:

1. Documento de inicio de elaboración de disposición de carácter general y no tributario de fecha 18 de mayo de 2023. 

2. Orden Foral 389/2023, de la Diputada de Hacienda, Finanzas y Presupuestos de 5 de junio, por la que se inicia el procedimiento de elaboración del proyecto de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral que desarrolle reglamentariamente la Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava, en materia de Inventario.

3. Informe de impacto en función del género emitido por el jefe de la Secretaría Técnica de Hacienda, Finanzas y Presupuestos el 5 de junio de 2023.

4. Observaciones que emite el Servicio de Igualdad a la solicitud de verificación de la evaluación de impacto de género en fecha 8 de junio de 2023

5. Informe de impacto normativo emitido por el jefe de la Secretaría Técnica de Hacienda, Finanzas y Presupuestos el 2 de febrero de 2024.

6. Versión actualizada del proyecto de decreto foral por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla la Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava, en materia de Inventario. 

Interesa poner de manifiesto que se ha sometido a nuestra consideración la versión actualizada del proyecto de decreto foral por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla la Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava, en materia de Inventario, por lo que se emite el presente dictamen sobre el contenido de este último proyecto. 

II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS.

1. Dictamen preceptivo de la Comisión Consultiva.

1.1. El art. 3.1 del Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Gobierno Foral de 30 marzo, por el que se crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y se aprueba su Reglamento Orgánico, dispone que la Comisión Consultiva emitirá dictamen preceptivo en relación a los proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva o de desarrollo normativo del Territorio Histórico, o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas.
1.2. El decreto proyectado tiene por objeto regular “la organización, composición, funcionamiento y procedimientos de alta, baja, actualización, modificación y aprobación del Inventario General de Bienes y Derechos del Patrimonio Foral, en adelante Inventario General, y de los demás inventarios regulados en la Norma Foral 11/2019, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava”.

Tal y como se desprende del artículo transcrito y de la propia exposición de motivos, el proyecto se formula en desarrollo del Capítulo IV del Título I, en concreto los artículos 24 a 30, de la vigente Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava, en el ejercicio de la habilitación que para su desarrollo reglamentario se contiene en la disposición final única de la misma Norma Foral. 

A los efectos de concretar el tipo de reglamento ante el que nos encontramos, cabe señalar que parte de la jurisprudencia utiliza un criterio positivo para definir los reglamentos organizativos, así son reglamentos organizativos aquellas normas que tienen por objeto fijar la estructura y competencia de los órganos administrativos o, de forma más general, aquellas que regulan aspectos domésticos de organización interna. Sin embargo, en la mayoría de la jurisprudencia, el elemento decisivo de esta definición se centra en un concepto negativo, en lo que estos reglamentos no hacen, es decir, son reglamentos organizativos aquellos que no tienen efectos ad extra y, por tanto, no afectan a los derechos y deberes de la ciudadanía. 
Tratándose de una norma de dimensión principalmente interna que, en general, no proyecta sus efectos ad extra, podría afirmarse que nos encontramos ante un reglamento organizativo. 
1.3 Cabe preguntarse por tanto si, además de tratarse de un reglamento de carácter organizativo, el proyecto de Decreto tiene la consideración de reglamento ejecutivo a los efectos de discernir si procede el dictamen preceptivo de esta Comisión.

Tal y como señala el Tribunal Supremo en Sentencia de 27 de mayo de 2002 (R. 666/1996. FJ3), la distinción entre reglamentos ejecutivos y organizativos fue iniciada, no sin contradicción, por un sector doctrinal para justificar la existencia de reglamentos independientes, y continuada por la doctrina del Consejo de Estado para determinar el ámbito de la necesidad o no de dictamen de este órgano consultivo para la tramitación de las disposiciones generales. La jurisprudencia de dicho Tribunal concluye que en la elaboración de los reglamentos independientes no es preceptivo el dictamen del Consejo de Estado (STS 28 de enero de 1997 (R. 6/1993, FJ 3).

Esta cuestión fue también analizada por esta Comisión al dictaminar el proyecto de decreto foral por el que se desarrolla la Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de patrimonio foral del Territorio Histórico de Álava, en la materia de inscripción registral de los bienes y derechos de titularidad de la Diputación Foral de Álava que sean susceptibles de serlo, regulando las actuaciones administrativas encaminadas a ello, así como de todos los actos y contratos referidos a dichos bienes y derechos inscribibles (Dictamen de 8 de octubre de 2020. Asunto335), haciéndose eco de la Sentencia del Tribunal Supremo 28 de enero de 1997 (R. 6/1993, FJ 1), según la cual: 

1ª El reglamento ejecutivo es aquel que desarrolla una Ley, o la complementa. Los reglamentos ejecutivos exigen el dictamen del Consejo de Estado, como garantía ex ante de objetividad e imparcialidad y como garantía de perfección técnica y acierto en la elaboración de los mismos.

2ª Los reglamentos independientes por el contrario, regulan materias no comprendidas en el ámbito de la reserva de Ley, de ahí que la doctrina científica más cualificada enseñe que los reglamentos independientes sirven para regular todo lo relativo a la organización administrativa, así como para regular el ejercicio de poderes que a la Administración les esté conferidos discrecionalmente. 

1.4. Sentado lo anterior, y tal y como se advertía en el dictamen de 8 de octubre de 2020 (asunto335) de esta Comisión, tampoco cabe equiparar automáticamente el reglamento organizativo al reglamento independiente, contraponiéndolo al reglamento ejecutivo. Tal y como afirma la STS de 9 de julio de 1993 (R. 943/1990, FJ 5), “los conceptos de reglamentos organizativos y reglamentos ejecutivos no son contrapuestos, pues, en efecto, también un reglamento organizativo puede ser ejecutivo, si es que desarrolla o ejecuta los principios organizativos de una ley”.
Por ello, y con independencia de que el proyecto de disposición haya sido calificado de reglamento organizativo debe valorarse si el mismo contiene aquellos elementos definitorios de los reglamentos de naturaleza ejecutiva.

En este sentido cabría señalar que el Tribunal Supremo, en Sentencia de 24 de julio de 2003 (R. 1417/2000, FJ3) ha declarado que la jurisprudencia para perfilar la noción de Reglamento ejecutivo, ha utilizado, esencialmente, dos concepciones: (i) una material, comprendiendo en el concepto aquellos Reglamentos que de forma total o parcial «completan, desarrollan, pormenorizan, aplican o complementan» una o varias leyes, entendidas éstas como normas con rango de ley, lo que presupone la existencia de un mínimo contenido legal regulador de la materia; (ii) y otra formal, dando cabida a los Reglamentos que ejecutan habilitaciones legales, con independencia de cualquier desarrollo material.

La sentencia concluye que “ha de tenderse, por tanto, a una interpretación no restrictiva del término «ejecución de leyes» teniendo en cuenta que hay, incluso, una mayor necesidad de control interno en la elaboración de los reglamentos, precisamente, a medida que es mayor la desconexión con la ley y dado que, en todo caso, han de respetar el bloque de la legalidad. Consecuentemente, y mientras subsista la necesidad de distinguir a efectos del dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo autonómico equivalente unos reglamentos específicamente «ejecutivos» porque la categoría esté formalmente consagrada en la LOCE o en la correspondiente Ley autonómica, ha de incluirse en ella toda norma reglamentaria que desarrolle cualquier remisión normativa o reenvío legal a una ulterior normación que ha de efectuar la Administración como complemento de la ordenación que la propia ley establece, aunque ésta no incorpore una específica y parcial regulación material de lo que está llamado a desarrollar o completar el reglamento; y, únicamente, estarán excluidos del preceptivo dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo autonómico equivalente los Reglamentos independientes, autónomos o praeter legem, en el reducido ámbito en que resultan constitucional y legalmente posibles especialmente en el organizativo interno y en el de la potestad doméstica de la Administración y los Reglamentos de necesidad (Cfr. SSTS de 27 Nov. 1995 y 3 Jul. 1996)”.
Pues bien, en el presente caso la disposición proyectada debe ser considerada como reglamento ejecutivo y para llegar a esa conclusión basta con examinar la exposición de motivos, en la que se cita la Norma Foral 11/2019 y su disposición final única llamando a su desarrollo reglamentario, la determinación del objeto del proyecto en su artículo primero y, en general, el contenido del articulado que completa y desarrolla la regulación del Capítulo IV del Título I de la Norma Foral 11/2019, innovando en su desarrollo el ordenamiento jurídico. 

1.5. Puede afirmarse, por tanto, que nos encontramos ante un reglamento organizativo dictado en desarrollo y ejecución de la Norma Foral de Patrimonio Foral y en ejercicio de la habilitación expresa contenida en la misma para su desarrollo reglamentario, cuyo contenido y naturaleza es también propio de los reglamentos ejecutivos.
Por lo tanto, se concluye que el proyecto de disposición está sometido al dictamen preceptivo de esta Comisión, de conformidad con el art. 3.1.b) de su Reglamento Orgánico.

2.Título Competencial y habilitación normativa

Conforme al artículo 10.7 de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco (en adelante EAPV), la Comunidad Autónoma de Euskadi ostenta la competencia exclusiva en materia de “bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad Autónoma, así como las servidumbres públicas en materias de sus competencias”. Junto a ello, el artículo 43.3 del EAPV establece una reserva de Ley específica para la regulación de la administración, defensa y conservación del Patrimonio del País Vasco.

Asimismo, el artículo 37.3.d) de la EAPV atribuye a los órganos forales, dentro de sus respectivos territorios, la competencia exclusiva en materia de “régimen de los bienes provinciales y municipales, tanto de dominio público como patrimoniales o de propios y comunales.” Igualmente, el artículo 7.a) 7 de la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, atribuye a los órganos forales de los Territorios Históricos la competencia exclusiva en dicha materia.

En el ejercicio de la citada competencia se aprobó la Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava, norma habilitante del reglamento proyectado conforme a su disposición final única y con la cual comparte soporte competencial. 

Por otra parte, conforme al artículo 3.2 de la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de gobierno, organización y régimen jurídico de la Diputación Foral de Álava, el Consejo de Gobierno Foral ostenta la potestad reglamentaria. Asimismo, su artículo 7.2 dispone que “en el ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde al Consejo de Gobierno Foral aprobar, mediante decretos forales, reglamentos de ejecución y desarrollo de las normas forales”.
3. Procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general.

3.1. Normativa aplicable.

El Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava (BOTHA nº 28, de 8 de marzo de 2023). Su disposición final señala que el mismo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el BOTHA.

El procedimiento de elaboración del proyecto sometido a dictamen se inició mediante la Orden Foral 389/2023, de la Diputada de Hacienda, Finanzas y Presupuestos de 5 de junio, por lo que le será de aplicación el aludido Decreto Foral conforme a su disposición final. 

3.2 Plan anual normativo. 

Dispone el artículo 4 del Decreto Foral 6/2023 que, en el último trimestre de cada año, la Diputación Foral de Álava aprobará un Plan Anual Normativo que incluirá las iniciativas normativas que tenga previsto proponer para su aprobación durante el ejercicio anual siguiente. En caso de que se promueva, por el órgano competente, una propuesta normativa que no figure en el Plan Anual Normativo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de la disposición.

Revisado el Plan Anual Normativo del año 2024 se constata que la presente iniciativa normativa no está prevista, si bien es cierto que el Plan Anual Normativo del año 2023 sí comprende el “Decreto Foral regulador del funcionamiento del Inventario de Bienes”. Procede recordar a estos efectos que el procedimiento se inició, en efecto, en el año 2023 mediante la Orden Foral 389/2023, de la Diputada de Hacienda, Finanzas y Presupuestos de 5 de junio.

3.3. Principios de buena regulación.

Establece el art. 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPACAP), que en el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, las Administraciones Públicas actuarán de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia. En la exposición de motivos o en el preámbulo, según se trate, respectivamente, de anteproyectos de ley o de proyectos de reglamento, quedará suficientemente justificada su adecuación a dichos principios. 

Y lo mismo resulta de lo dispuesto en el art. 3.2 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava.

Pues bien, en relación con este apartado, el preámbulo del proyecto cita los principios de buena regulación, así como la normativa afectada, y afirma haberlos observado en la tramitación de la iniciativa, si bien se echa de menos una mayor justificación de la adecuación del proyecto a los citados principios.

3.4 Informes y trámites preceptivos

Respecto a la tramitación de la propuesta, la misma ha sido elaborada por el Servicio de Secretaría Técnica del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos de la Diputación Foral de Álava. Dicho Servicio ha emitido tanto el informe de impacto normativo como el de impacto en función del género sobre el proyecto de decreto foral. Sobre este último, además, se ha realizado la correspondiente verificación por el Servicio de Igualdad de esta Diputación.

En relación al impacto en función de género, mencionar que tanto el servicio promotor de la iniciativa como el de igualdad coinciden en señalar la no pertinencia al género del proyecto por no incidir el mismo en las personas, en el acceso a los recursos ni influir en la reproducción de estereotipos de género. No obstante, se debería evitar el uso del masculino genérico detectado en el trámite de verificación.

3.5. Consulta pública previa y audiencia e información pública.

Entiende el Servicio de Secretaría Técnica de Hacienda, Finanzas y Presupuestos que en este supuesto no es preciso realizar los trámites de consulta pública previa y de audiencia e información pública, y así se afirma en el informe de impacto normativo del jefe del citado servicio cuando indica que “en lo referente a la actuación de consulta pública, se ha obviado, pues en el presente procedimiento está exento por cuanto su objeto lo constituye una normativa de carácter organizativo, mismo motivo por el cual el trámite de audiencia e información pública, se omitirá, a la vista de lo dispuesto en los artículos 10 y 14 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, del Consejo de Gobierno Foral que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general”.
No detalla el informante el concreto apartado que ampararía tal omisión si bien justifica la misma en el carácter organizativo de la iniciativa. En efecto, conforme al artículo 10.1.a) la consulta pública previa no resulta exigible en los procedimientos que tengan por objeto normas presupuestarias u organizativas,  como tampoco resulta exigible el trámite de audiencia e información pública en dichos supuestos conforme al artículo 14.4. La omisión de ambos trámites ha sido justificada tanto en la Orden de inicio del procedimiento como en el correspondiente informe de impacto normativo, tal y como prevén los artículos 10.2 y 14.4 respectivamente. 

Antes de continuar conviene advertir que los artículos citados, con anclaje en el artículo 133 de la LPACAP, prevén dos trámites diferenciados con respecto al procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general. Por un lado, el trámite de consulta pública previa para recabar la opinión de la ciudadanía y de las organizaciones más representativas que tiene lugar antes de la elaboración del proyecto de disposición. Por otro lado, el trámite de audiencia que recaba la opinión de aquella ciudadanía titular de derechos e intereses legítimos afectados por el proyecto de disposición ya redactado, así como de las organizaciones o asociaciones reconocidas por ley que agrupen o representen a las personas cuyos derechos e intereses legítimos se vieran afectados por la norma o cuyos fines guarden relación directa con su objeto.

Si bien ambos trámites están exceptuados en la tramitación de normas organizativas, especial mención merece la audiencia por tratarse de un trámite cualificado por su previsión en el artículo 105.a) de la Constitución española. La audiencia se vincula al principio democrático y engarza con el deber que compete a todos los poderes públicos de facilitar la participación de la ciudadanía en la vida política, social, económica y cultural (artículo 9.2.e) EAPV).
Conforme al artículo 14.4 del Decreto Foral 6/2023 y el artículo 133.4 de la LPAC el trámite de audiencia puede omitirse, en dos supuestos: (i) cuando existan razones graves de interés público que lo justifique y (ii) cuando se trate de iniciativas de carácter organizativo y presupuestario. 

Tal y como se ha concluido anteriormente, tratándose de una norma de dimensión principalmente interna que, en general, no proyecta sus efectos ad extra, podría afirmarse que nos encontramos ante un reglamento organizativo. 
Ahora bien, debería determinarse si además de tratarse de un reglamento organizativo, solo tiene transcendencia interna o si al mismo tiempo puede afectar a los derechos o intereses legítimos de la ciudadanía. 
En este sentido el Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso. Sentencia nº 1719/2019, de 12/12/2019; Roj: STS 3949/2019), señala que sea un reglamento organizativo no implica, de forma automática que no afecte a los intereses de la ciudadanía, en este sentido su FJ 5º, establece: 

“Ahora bien, aunque en la elaboración de las disposiciones generales de carácter organizativo puede prescindirse de ese trámite de audiencia, la interpretación que de tal excepción a la regla general ha venido realizando nuestra jurisprudencia, nos obliga a indagar sobre la naturaleza, incidencia y efectos que produce la disposición general impugnada respecto de los sindicatos. Dicho de otro modo, debemos determinar la trascendencia que tiene dicha norma reglamentaria, si es sólo interna, o si también se proyecta sobre los intereses legítimos de los ciudadanos y de las organizaciones que los representan.

(…)

De manera que, como antes señalamos, tal distinción no resulta sin más aplicable, con carácter automático, para determinar si debe o no darse audiencia previa. Debe determinarse antes si aquellos reglamentos, aún siendo organizativos, deben ser objeto de audiencia por afectar a intereses legítimos legalmente representados por determinadas entidades, toda vez que debe tomarse en consideración si se produce esa incidencia sobre los derechos e intereses de los ciudadanos en cuanto integrados en una estructura, de tal manera que el hecho de que un reglamento pueda ser considerado como un reglamento interno de organización administrativa no excluye, sin más, aunque lo hará en la mayoría de los casos, el cumplimiento del trámite de audiencia que examinamos. Al menos, a lo que obliga es a la Administración a señalar que se trata de una norma de carácter organizativo, pero sobre todo a razonar y justificar que dicha norma no tiene incidencia o trascendencia sobre los intereses de los ciudadanos y las organizaciones que los representan.”

Pues bien, centrándonos ahora en su articulado, puede afirmarse que la iniciativa normativa, en general, no tiene proyección externa si bien uno de sus artículos podría sobrepasar, al menos teóricamente, dicha proyección. En efecto, nos referimos al apartado segundo del artículo 10, que se refiere al derecho de las personas interesadas a acceder a los expedientes en los que tengan tal condición –art. 53.1.a) LPACAP–. Con independencia de las consideraciones realizadas en el apartado IV de este Dictamen respecto del apartado tercero del mismo artículo, puede observarse que el apartado segundo se limita a reproducir el derecho de acceso previsto en el art. 24.6 de la Norma Foral 11/2019 sin llegar a desarrollarlo, por lo que no se considera que exista una verdadera afección a los intereses de la ciudadanía. 

Los dos primeros apartados del citado artículo, relativos a la naturaleza del Inventario y a los efectos frente a terceras personas, suponen la traslación del artículo 24.6 de la Norma Foral 11/2019, por lo que no suponen innovación al respecto, si bien es cierto que se atribuye al Inventario de la Diputación y a los de los organismos autónomos una naturaleza similar al del Inventario General, de manera que tampoco tienen la consideración de Registros Públicos y sus datos constituyen información de apoyo para la gestión interna y para otros efectos públicos externos así establecidos.

Aclarado lo anterior, coincide esta Comisión Consultiva con el servicio promotor de la iniciativa en afirmar que no procede el trámite de audiencia e información pública por tratarse de un reglamento organizativo sin transcendencia o incidencia sobre los intereses de la ciudadanía ni de las organizaciones que la representan, precisamente por proyectarse sus efectos ad intra de la Administración. 

3.6. Plazo para la tramitación del procedimiento.

Conforme al artículo 24.2 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, ultimada la tramitación de los proyectos de decretos forales del Consejo de Gobierno Foral, estos se someterán a la aprobación definitiva por dicho órgano en el plazo de ocho meses desde que se inició el procedimiento. 

El presente procedimiento se inició por Orden Foral 389/2023, de la Diputada de Hacienda, Finanzas y Presupuestos de 5 de junio, por lo que, en principio, el plazo señalado habría finalizado el 5 de febrero de 2024. 

Sin embargo, el art. 25.1.b) de la LPACAP solo prevé la caducidad para aquellos procedimientos iniciados de oficio en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, circunstancia que no concurre en el presente caso. En este sentido, y tal y como estableció el Consejo de Estado, entre otros, en su dictamen 442/2017, de 29 de junio, no resulta aplicable a este expediente la caducidad del procedimiento por no existir particulares sobre los que pudiera producir efectos desfavorables.

III.-DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

La disposición normativa consta de una parte expositiva, una parte dispositiva de un solo artículo por el que se aprueba el reglamento, una disposición final relativa a su entrada en vigor y un anexo que comprende el propio reglamento. Este último consta de 32 artículos divididos en 3 títulos diferenciados, que en algunos casos se subdividen a su vez en capítulos, y tres disposiciones adicionales. 

· El preámbulo o parte expositiva cumple con su finalidad, señalando el objeto de la iniciativa y su pretensión, la regulación actual de la materia en el Capítulo IV del Título I de la Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava, y la habilitación para el desarrollo reglamentario que contiene su disposición final única.

· La parte dispositiva comprende un artículo único por el que se aprueba el reglamento y una disposición final que establece su vigencia a partir del día siguiente al de su publicación en el BOTHA.

El reglamento propiamente dicho se inserta como anexo y está integrado por los siguientes títulos: 

· El título I, dividido en dos capítulos, se refiere al Inventario General de Bienes y Derechos del Patrimonio Foral. El Capítulo I, relativo a las disposiciones generales, contiene 4 artículos cuyo artículo primero define el objeto del reglamento, destacando que el mismo regula tanto el Inventario General como los demás inventarios regulados en la Norma Foral de Patrimonio Foral. Los artículos 2, 3 y 4 se refieren respectivamente al Inventario General del Patrimonio Foral, al Inventario de la Diputación Foral de Álava y a los inventarios de los organismos autónomos forales.

El Capítulo II, que comprende los artículos 5 a 10, se refiere al régimen jurídico del Inventario General, recoge la normativa aplicable y regula aspectos tales como la competencia, el soporte del Inventario, la coordinación con la contabilidad, las certificaciones emitidas y las consultas realizadas por terceras personas. 

· El Título II se refiere a la formación del Inventario General así como al del resto de inventarios que integran el mismo. Así, sus artículos 11 a 14 se refieren respectivamente a la modificación, actualización y aprobación de los mismos, a la actualización anual a través de la Cuenta General y a las obligaciones de las personas responsables de la confección de los inventarios, así como de las que suministran la información.

· El Título III regula exclusivamente la organización del Inventario de la Diputación Foral de Álava distinguiendo los siguientes 6 Capítulos: Capítulo I, sobre la composición del inventario; Capítulo II, relativo a su estructura; Capítulo III, recoge su contenido; Capítulo IV, detalla las altas, bajas y modificaciones; Capítulo V, regula las actuaciones específicas; y el Capítulo VI, sobre afectaciones, desafectaciones, adscripciones y desadscripciones. 

· En relación al Capítulo I, señalar que su art. 15 detalla aquellos bienes y derechos que debe reflejar el Inventario de la Diputación, así como los que se han de excluir del mismo. 
· El Capítulo II, recoge en sus artículos 16 a 19 la estructura del Inventario señalando los dos módulos principales en que se organizará: el de gestión de activos fijos y el de bienes inmuebles. También se hace una especial mención a los inventarios auxiliares destinados a dejar constancia del patrimonio cultural mueble.
· En cuanto al contenido del Inventario, el Capítulo III relaciona en su art. 20 el contenido común de todos los bienes y derechos. Los artículos 21 a 23 regulan respectivamente los datos mínimos que contendrá el módulo de gestión de activos, la valoración de bienes y derechos, así como la cuantía mínima inventariable. 

· Los artículos 24 a 27 del Capítulo IV se refieren a las altas, bajas y modificaciones en el Inventario, así como el momento de su anotación. 

· El Capítulo V, relativo a las actuaciones específicas, en sus artículos 28 a 30 se refiere a las declaraciones de obra nueva, la comunicación sobre la finalización de obras y las autorizaciones y concesiones administrativas. 

· El Capítulo VI, en su artículo 31 establece la obligación de dejar constancia en el Inventario de aquellos actos de afectación, desafectación, adscripción y desadscripción y su artículo 32 se refiere a las resoluciones relativas a las adscripciones.

· La disposición adicional primera habilita al departamento competente en materia de patrimonio para la aprobación de instrucciones que faciliten la interpretación y aplicación del Reglamento.

· La disposición adicional segunda faculta al departamento competente en materia de patrimonio para la incorporación de nuevas clases de elementos o activos, modificación de denominación o supresión de los epígrafes del art. 17 -módulo gestión de activos fijos-.

· La disposición adicional tercera faculta al departamento competente en materia de patrimonio para la inclusión de nuevos datos en cada uno de los epígrafes o clases de activos señalados en el art. 21-datos del Inventario- así como la modificación de su denominación o su supresión.

IV. – ANÁLISIS DEL CONTENIDO DEL PROYECTO.

El proyecto de decreto sometido a dictamen tiene un marcado carácter organizativo que pretende regular, por un lado, el Inventario General de bienes y derechos del patrimonio foral, la formación de los inventarios que conforman dicho Inventario General y la organización del Inventario de la Diputación Foral de Álava. Formulamos a continuación algunas sugerencias con la intención de contribuir a la obtención de un proyecto normativo más depurado.
Nominación de la disposición:

Tal y como dispone el Anexo IV del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno de 23 de mayo, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, las guías para la elaboración de los informes de impacto normativo y de impacto de género y las directrices de técnica normativa –en vigor en tanto no se aprueben nuevas guías y modelos en virtud de la disposición transitoria del Decreto Foral 6/2023– el título indicará el objeto material de la norma identificándolo plenamente de forma precisa y completa, procurando una exactitud que permita hacerse una idea de la materia que trata de regular. 
Pues bien, de la lectura del título -Reglamento que desarrolla la Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava, en materia de Inventario- pudiera interpretarse que constituye el objeto de la disposición el desarrollo general de la citada Norma Foral si bien se trata de un desarrollo concreto del Capítulo IV del Título I de la misma. A fin de evitar confusiones, se recomienda anticipar la materia concreta que se desarrolla: “Reglamento en materia de Inventario que desarrolla la Norma Foral 11/2019, de 27 de marzo, de Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava”.
Preámbulo:

Tal y como dispone el Anexo IV del Decreto Foral 29/2017 antes citado, la parte expositiva de una disposición ha de explicar el objeto y finalidad de la norma, resumiendo sucintamente su contenido para una mejor comprensión del texto y de las novedades que introduce en la regulación, así como aludir a las competencias y habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta.

El proyecto normativo analizado cumple dicha previsión ya que expresa sucintamente las finalidades perseguidas y los fundamentos normativos en los que se asienta. Además, en dicha parte expositiva se señala la adecuación de la disposición a los principios de buena regulación establecidos, con carácter básico, en el art. 129 de la LPACAP, y recogidos en el artículo 3.1 del Decreto Foral 6/2023 ya mencionado, si bien se recomienda una mayor justificación de dichos principios más allá de su mención.

Conforme a lo establecido en el artículo 23 del Reglamento Orgánico de la Comisión Consultiva, aprobado por Decreto Foral 40/1999, el decreto foral que, en su caso, se apruebe, deberá expresar que ha sido sometido a la consideración previa de la Comisión Consultiva y si es conforme o, por el contrario, se separa del dictamen de la Comisión.

A estos efectos, el decreto foral podrá expresar «de acuerdo con la Comisión Consultiva», en caso de conformidad, o bien, «oída la Comisión Consultiva», en caso de disconformidad con el dictamen.
División en Títulos:

Se observa que el Capítulo relativo a las disposiciones generales o comunes se sitúa dentro del Título I “Inventario General de bienes y derechos del patrimonio foral” si bien su contenido (p.e. objeto del Reglamento) excedería de la noción de Inventario General. Por ello, se recomienda crear un Título I de “disposiciones generales” integrado por los artículos 1 a 4, pasando a comprender el Título II –Inventario General– los artículos 5 a 10 del proyecto. Los títulos II y III del proyecto pasarían a ser los títulos III y IV respectivamente.

Artículo 1: Objeto.

De la lectura del objeto podría interpretarse que el decreto proyectado regula la organización, composición, funcionamiento y procedimientos relativos tanto al Inventario General como al resto de inventarios de las entidades a las que se refiere el artículo 1.2 de la Norma Foral 11/2019, es decir, la Diputación Foral de Álava, las Juntas Generales de Álava, los organismos autónomos forales, las entidades públicas forales de derecho privado y los consorcios forales administrativos.

Sin embargo, la iniciativa normativa únicamente regula el Inventario General en su Título I, los Inventarios de los organismos autónomos en su Título II y el Inventario de la Diputación Foral de Álava en su Título III. 

Por ello, en aras a una mayor seguridad jurídica, vemos la conveniencia de precisar más el objeto de la iniciativa, concretando los inventarios sobre los que se actúa. Así, podría definirse de la siguiente manera: “El presente Reglamento tiene por objeto establecer la organización, composición, funcionamiento y procedimientos de alta, baja, actualización, modificación y aprobación del Inventario General de Bienes y Derechos del Patrimonio Foral, en adelante Inventario General, y de los inventarios de la Diputación Foral de Álava y de los Organismos Autónomos Forales.”

En el supuesto de que se atienda a las sugerencias realizadas en los próximos apartados en torno a las entidades públicas forales de derecho privado y a los consorcios forales administrativos, se sugiere la adaptación del artículo integrando a las entidades referidas.

Artículo 4: Inventario de los Organismos Autónomos Forales

El artículo cita expresamente los tres organismos autónomos forales existentes en la actualidad si bien no es descartable que en el futuro pudieran crearse más. A los efectos de abarcar la totalidad de los organismos públicos forales que puedan existir en el futuro, se recomienda evitar nombrar los concretos organismos existentes en la actualidad.

Asimismo, por el mismo motivo y a la vista del artículo 24.1 en relación con el 1.2 de la Norma Foral 11/2019, parece apropiado referirse también a las entidades públicas forales de derecho privado y los consorcios forales administrativos que pudieran crearse en el futuro. 

Artículo 6: Competencia en relación con los Inventarios

Sus dos apartados se refieren respectivamente a la unidad administrativa encargada de la confección y actualización del Inventario de la Diputación Foral y de los organismos autónomos forales. Tratándose de un artículo incardinado en un Título referido al Inventario General, podría referirse también a la unidad que tiene atribuidas dichas funciones sobre el Inventario General, que conforme al art. 24.2 de la Norma Foral 11/2019 podría ser el mismo Servicio de Patrimonio. Esto llevaría a tener que modificar la denominación del artículo.

Por otro lado, a diferencia de otros artículos en los que se ha optado por una referencia más genérica, en el apartado primero de este artículo se ha concretado en exceso la estructura en la que se ubica la unidad competente en la confección, actualización y modificación del Inventario de la Diputación, detallando la Dirección y el Departamento al que pertenece en la actualidad el Servicio de Patrimonio. A fin de evitar incongruencias entre el proyecto y los decretos de estructura que puedan aprobarse en el futuro, se considera más acertado referirse al “Servicio de Patrimonio de la Diputación Foral de Álava”.
Artículo 7: Soporte del Inventario

A diferencia del art. 29 de la Norma Foral 11/2019 que hace referencia a la custodia de los documentos relativos a la Diputación Foral, los organismos autónomos forales, las entidades públicas forales de derecho privado y los consorcios forales administrativos, el decreto proyectado solo se refiere a los dos primeros, limitando la proyección del citado artículo, por lo que se sugiere que el precepto se refiera también al resto de entes. 

Artículo 9: Certificaciones del Inventario

El artículo distingue los certificados sobre el Inventario de la Diputación Foral de Álava de los emitidos sobre los inventarios propios de los organismos autónomos. Tratándose de un título comprensivo del Inventario General y del resto de inventarios que integran el mismo, se echa de menos una mención a los certificados del resto de entidades, así como a las certificaciones sobre el propio Inventario General.

Artículo 10: Consideración del Inventario y Consultas por Terceros

Tal y como se ha afirmado con anterioridad, el artículo 10.2, in fine, reproduce lo dispuesto por el artículo 24.6 de la Norma Foral 11/2019 respecto al derecho de acceso por terceras personas a los datos del Inventario, con soporte a su vez en el art. 53.1.a) LPACAP, según el cual las personas interesadas tienen derecho a acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los procedimientos en los que tengan tal condición.

Sin embargo, se añade un nuevo párrafo tercero conforme al que “dicho acceso a la información se limitará a los datos que, de acuerdo, con la normativa en materia de Transparencia puedan hacerse públicos”. Por la redacción actual del precepto pudiera interpretarse que se pretende limitar el derecho de acceso de las personas interesadas de manera que éstas solo puedan acceder a aquellos datos que la Diputación deba publicar conforme a las obligaciones de publicidad activa establecidas por la normativa en materia de transparencia. Esta pretensión constituiría un exceso reglamentario que vulneraría los principios de reserva de ley y jerarquía normativa, toda vez que estaría limitando el derecho de las personas interesadas, definido por la citada ley básica, pudiendo constituir la nulidad del precepto conforme al artículo 47.2 LPACAP. 

Si por el contrario, la pretensión es completar el derecho de acceso de las personas interesadas haciendo referencia, indirectamente, a la publicidad activa y al derecho de acceso a la información pública regulados en la Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del Territorio Histórico de Álava, y en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, dicho artículo debería ser modificado de manera que no dé lugar a confusión. Así, se podría completar el citado artículo 10.2 señalando que “La consulta por terceras personas de los datos de los Inventarios sólo será procedente cuando formen parte de un expediente y de conformidad con las reglas generales de acceso a los mismos. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa vigente en materia de transparencia”.

Si bien la referencia a la normativa en materia de transparencia propuesta en el párrafo anterior podría considerarse a su vez un exceso reglamentario respecto al art. 24.6 de la Norma Foral 11/2019, que no realiza mención alguna al régimen de transparencia, no podemos compartir dicha conclusión toda vez que no existe en la normativa reguladora del Patrimonio Foral del Territorio Histórico de Álava un régimen alternativo de acceso a la información que desplace a la Ley de Transparencia conforme a su disposición final primera.

A este respecto, el Tribunal Supremo ha declarado lo siguiente en la Sentencia 314/2021, de 8 de marzo de 2021 (ECLI:ES:TS:2021:842) (FJ 3):

“(…) Debemos ahora avanzar en la determinación del alcance de la disposición adicional primera, apartado segundo, de la Ley de Transparencia, precisando qué debemos entender por un régimen específico alternativo y cómo opera la supletoriedad de la Ley de Transparencia. Así, hemos de aclarar, en primer lugar, que sin duda hay un régimen específico propio cuando en un determinado sector del ordenamiento jurídico existe una regulación completa que desarrolla en dicho ámbito el derecho de acceso a la información por parte, bien de los ciudadanos en general, bien de los sujetos interesados. En tales supuestos es claro que dicho régimen habrá de ser aplicado con carácter preferente a la regulación de la Ley de Transparencia, que en todo caso será de aplicación supletoria para aquellos aspectos que no hayan sido contemplados en tal regulación específica siempre, claro está, que resulten compatibles con ella. En este sentido, conviene subrayar que, en contra de lo que se ha alegado en ocasiones, la existencia de un régimen específico propiamente tal no excluye la aplicación supletoria de la Ley de Transparencia. La disposición adicional primera dispone literalmente lo contrario, tanto en el apartado 2 como en el tercer apartado, que se refiere de forma expresa al carácter supletorio de la Ley de Transparencia en el sector medioambiental, que tiene un régimen específico de acceso a la información de rango legal en la Ley 27/2006, de 18 de julio.

Sin embargo, más frecuente que una regulación alternativa completa es la existencia, en diversos ámbitos sectoriales, de disposiciones, anteriores a la Ley de Transparencia que contienen previsiones que afectan al derecho de acceso a la información, muy especialmente en relación con sus límites, como ocurre en el presente asunto con la previsión sobre confidencialidad en el sector de los productos sanitarios. Pues bien, hemos de precisar que en estos casos, aunque no se trate de régimenes completos, tales regulaciones parciales también resultan de aplicación de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional de la Ley de Transparencia, manteniendo ésta su aplicación supletoria en todo lo demás, esto es, el marco general del derecho de acceso a la información y el resto de la normativa establecida en dicha Ley, a excepción de lo que haya quedado desplazado por la regulación sectorial parcial.

Resulta así, por tanto, que cuando la disposición adicional primera dispone que se regirán por su normativa específica las materias que tengan previsto un régimen jurídico propio de acceso a la información, la remisión comprende también aquellas regulaciones sectoriales que se afecten a aspectos relevantes del derecho de acceso a la información, como lo es de los límites de éste, aunque no se configuren como un tratamiento global y sistemático del derecho, quedando en todo caso la Ley de Transparencia como regulación supletoria”.
El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno aplica esta doctrina en su Resolución 465/2022, de 21 de noviembre de 2022, en relación a la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas:

“(…) este Consejo entiende que la existencia de un régimen jurídico específico, que establece un cauce particular de acceso a la información del Inventario General de Bienes y Derechos del Estado, no desplaza en su totalidad “el marco general del derecho de acceso a la información” establecido en la LTAIBG, que continúa siendo aplicable en todo lo que no sea incompatible con la regulación sectorial parcial. A estos efectos, resulta relevante destacar que el régimen jurídico específico configurado en la Ley 33/2003 no establece una limitación general del acceso por los ciudadanos a los datos del Inventario pues, aunque en el apartado tercero del artículo 33 circunscribe la consulta directa del Inventario por terceros a los supuestos en los que “formen parte de un expediente y de conformidad con las reglas generales de acceso a éstos”, en el apartado sexto del mismo artículo mantada a la Administración para que facilite “a efectos informativos, el acceso a los ciudadanos a los datos más relevantes” del mismo, remitiendo al reglamento para la regulación de los términos de dicho acceso y sin establecer restricción material alguna.

De todo ello se deriva que el régimen específico de acceso al Inventario General de Bienes y Derechos del Estado dispuesto en la Ley 33/2003 no impide que se ejerza el derecho de acceso a la información pública al amparo de la LTAIBG cuando tal ejercicio no sea incompatible con las disposiciones singulares del mismo, incompatibilidad que en el presente caso no se aprecia.

El hecho de que el Inventario General no tenga la consideración de registro público comporta, entre otras cosas, que no se pueden solicitar certificaciones de su contenido y que la información de él extraída no goza de fe pública registral, por lo que, como la propia Ley 33/2003 indica, “no surtirán efectos frente a terceros ni podrán ser utilizados para hacer valer derechos frente a la Administración General del Estado y sus organismos públicos”, pero de ello no cabe deducir que toda la información obrante en los registros administrativos que no tienen la condición de públicos está excluida del ámbito objetivo del derecho de acceso a la información pública, pues ello supondría vaciar parcialmente de contenido un derecho cuyo contenido esencial es precisamente el “acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos”, tal y como reza el artículo 105 b) de nuestra Constitución.

Por otra parte, la solicitud de acceso a información sobre la delimitación de bienes inmuebles propiedad de una entidad como la que nos ocupa ha de analizarse hoy en día también a la luz del mandato general de publicidad de la “la relación de los bienes inmuebles que sean de su propiedad o sobre los que ostenten algún derecho real” que el artículo 8.3 LTAIBG impone a las Administraciones Públicas, y al que ADIF está sometida conforme a lo dispuesto en el artículo 2.2 LTAIBG como entidad pública empresarial adscrita al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. Existiendo una obligación de publicidad activa como la indicada, con independencia del grado de cumplimiento efectivo de la misma, no cabe denegar una solicitud de acceso a informaciones que guardan relación directa con ella, como este Consejo ha manifestado en múltiples ocasiones, incluida la Resolución 139/2019, de la que la reclamada extrae unas conclusiones erradas que no encuentran sustento en sus razonamientos.

En consecuencia, no apreciándose incompatibilidad entre lo dispuesto en la Ley 33/2003 y el régimen general de acceso a la información pública configurado en la LTAIBG, se ha de desestimar la pretensión de aplicar la Disposición adicional primera de la LTAIBG con el fin de denegar el acceso a la información solicitada.”

Por todo ello, concluimos que el apartado tercero del artículo 10 debe ser modificado o suprimido a fin de evitar una interpretación limitativa del derecho de acceso reconocido a las personas interesadas conforme al artículo 53.1.a) LPACAP. Asimismo, toda vez que la Norma Foral 11/2019 carece de un régimen alternativo y completo de acceso a la información que desplace a la Ley de Transparencia, podría matizarse el apartado segundo del artículo 10 en el sentido expresado por esta Comisión, si bien es cierto que tampoco resultaría imprescindible para reconocer la aplicabilidad de la citada normativa.

Artículo 12.2: Aprobación del Inventario General y del resto de Inventarios

El apartado segundo del artículo únicamente se refiere a los inventarios de los organismos autónomos forales cuando, atendiendo al objeto de la iniciativa y al Título en que se incardina, parece que debiera referirse a la totalidad de los inventarios de las entidades previstas en el art. 2.1. Se podría añadir que “En el caso de las restantes entidades incluidas en el artículo 2.1, la elaboración y actualización de sus respectivos inventarios corresponde al órgano que tenga tribuida la gestión patrimonial de la entidad”.
Artículo 13: Actualización anual
El artículo dispone que anualmente en la Cuenta General se llevará a cabo una actualización del Inventario de la Diputación Foral de Álava y de los Organismos Autónomos Forales donde se reflejarán las variaciones sufridas. Sin embargo, de conformidad con el artículo 26.3 parece que la actualización debiera referirse a la totalidad del Inventario General no solo a la parte señalada.
Concreción de determinados artículos:

Se ha detectado la necesidad de concretar determinados artículos:

· Art. 16.3: El Órgano o unidad que determinará la estructura y contenido del módulo de Gestión de Bienes Inmuebles.

· Art. 21: El concreto módulo en el que se incluirán los datos mínimos señalados.

· Art. 27: El órgano o unidad que determinará el momento de la anotación. 

Articulación del texto normativo:

Siguiendo las Directrices, en general, los artículos se dividen en apartados numerados con cardinales arábigos y cuando resulta necesario subdividir el apartado, los distintos párrafos se señalan con letras minúsculas ordenadas alfabéticamente a partir de la a y envueltas con el signo de paréntesis posterior. No deben iniciarse las divisiones ni las subdivisiones de los artículos, apartados y párrafos con guiones, asteriscos ni otras marcas.

Aunque tales reglas se han respetado y se ha cuidado la técnica en la redacción del texto, conviene revisar el texto, en concreto los artículos 14, 15, 17 y 21.

V.-CONCLUSIONES

Primera.- Es preceptivo el dictamen de la Comisión consultiva al consistir el objeto del proyecto de Decreto Foral en la regulación reglamentaria de una materia de competencia exclusiva del Territorio Histórico.

Segunda.- En relación con los contenidos relativos al fondo, el proyecto de decreto foral se adecúa al ordenamiento jurídico, sin perjuicio de las consideraciones realizadas con respecto al apartado tercero del artículo 10 en el apartado IV de este Dictamen.
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